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Convenio Colectivo, sin que concurriera otra finalidad distinta de la
anterior. Y 3.nte ello, y ante el conjunto de circunstancias concurrentes,
entre las Que sobresale la sucesión de decisiones adoptadas en un mismo
día en relación con un Convenio de vigencia para tres aftos (de lo que.
por cierto, el Sindicato demandante dedúcía razonablemen.te que habían
existido previas negociaciones sobre el texto del Convenio entre la
Empresa y UGT), los órganos jurisdiccionales, si partfao de que el voto
del 60 por 100 requerido por el arto 89.3 ET se computaba sobre los
miembros de la Comisión Negociadora, no podían limitarse a afinnar
la corrección legal de la composición de 10 miembros y de su
distribución interna, al ser obligado el «redondeo», ni a negar que no
constaba que concurriera la finalidad mencionada. El relativo poder de
influencia, de actuación y de ordenación de las relaciones laborales en
la Empresa afectada que atribuía a CC. OO. su porcentaje de represen·
tantes electivos en la Empresa, consistente, a fin de cuentas, en que
VGT no podía suscribir en solitario y sin contar con aquella representa·
ción sindical un Convenio Colectivo de,los regulados por el título IU del
Estatuto de los Trabajadores, se vio injustificadamente reducido, toda
vez que, finalmente, UGT pudo suscribir en solitario dicho Convenio
sin necesidad de contar con CC. OO. y ello fue aceptado por las
resoluciones judiciales impuJnadas en amparo. Ha de aceptarse, pues,
que el derecho de libertad smdical de ce. OO. resultó vulnerado.

No se trata de Q,ue no sea posible:constituir una"Comisión Negocia­
dora de un Convenio de Empresa cOlÍ 'lO miembros; ni tampoco de que
sólo quepa distribuir los componentes de dicha Comisión de forma.
exactamente proporcional a su índice de' representatividad en la
Empresa (pues .ello es impracticable al tener que jugar con números
enteros), SIR Que por lo demás competa a este Tribunal determinar si el
cómputo del 60 por 100 ex arto 89.3 ET ha de hacerse sobre los
miembros de Comisión Negociadora o sobre porcentajes representati·
vos. Pero lo que es reprochable desde la perspectiva del aft. 28.1 de la
Constitución es que, como ha sucedido en el presente caso, y atendidas
las circunstancias concurrentes, ello se ha hecho asf con )a única
finalidad objetiva -pues en ningún momento se ha aportado otra razón­
de ,posibilitar que una representación sindical pudiera hacer algo
(suscribir en solitario un Convenio Colectivo de los regulados por el
titulo.UI del Estatuto de los Trabajadores) que su índice de representati·
vidad en la Ery'lpresa,no le permitia hacer. ..' ,.,' ..

6. Sólo resta por determinar. el alcance del faito. El otorgamiento'
del amparo habría de conducir lógicamente a la declaración de nuJidad
de las resoluciones judiciales impugnadas y al restablecimiento del
derecho del Sindicato demandante reponiendo la situación al momento
de constitución de la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo o,
al menos, facuJtando a aquél a solicitar a través del proceso correspon-

Sala Primera. Sentencia 13811991, de 20 dejunio. Recurso
de amparo 1.2/411988. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Valencia y contra resoluciones del Tribunal
Supremo inadmitiendo recurso de casación. No agota·
miento de los recursos utilizables en la vía judicial: Recusa­
ción extemporánea de Magistrados.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García·Mon y
González-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra, Magistrados., ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo num. 1:214/1988, interpuesto por don
Ignacio Ruiz Mi~el, representado por el Procurador de los Tribunales
don Cesáreo HIdalgo Senén, y asistido de la Letrada dofia Isabel
Martínez de Salas, contra Sentencia de 6 de septiembre de 1985,
pronunciada por la Sección Segunda de ·la Audiencia Provincial de
Valencia, r contra el Auto de inadmisión de 26 de octubre de 1987, y
la Sentencia de 27 de mayo de 1988, resoluciones ambas dictadas por la
Sala Segunda del Tribunal Supremo en el recurso de casación núm.
4.423/1985. Han sido partes don Manuel Sapiña Garrigos, representado
por el Procurador don Antonio Navarro Aórez y asistido del Letrado
don Francisco Alben Matea, y el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente
el Magistrado don Fernando García-Mon y González Regueral, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Don Cesáreo Hidalgo Senén, Procurador de los Tribunales, en
nombre y representación de don José Ignacio Ruiz Miguel, por medio
d~ escrito presentadp en este Tribunal el I de julio de 1988, interpone
recurso de amparo contra 'Ia Sentencia de 6 de septiembre de 1985,

diente la nulidad del acuerdo alcanzado en una negociación en la que no
se respetó la influencia y poder de ordenación que le atribuía <jU

porcentaje de representantes electivos de los trabajadores.
Pero al igual que ocunía en el supuesto examinado por la STC

73/1984, y como reconoce expresamente el Sindicato demandante en su
escrito de alegaciones, existen circunstancias que impiden alcanzar tales
consecuencias, circunstancias que igualmente han sido apreciadas por el
Tribunal en la réciente STC 86/1991. El X Convenio Colectivo para los

- años 1987, 1988 Y 1989 en la Empresa «Standard Eléctrica, Sociedad
Anónima», fue aprobado, en los términos ya vistos, y ha sido aplicado;
por lo que el pleno restablecimiento del Sindicato demandante en la
Integridad de su derecho DOdria generar repercusiones económicas y
jurídicas imprevisibles y afectar a la seguridad juridica respecto de las
relaciones laborales que han estado sujetas al Convenio Colectivo
controvertido y se han regido por él. Ello conduce en el presente caso,
en aplicación del ano 55 de la LOTC, a limitar el pronunciamiento de
este Tribunal al reconocimiento del derecho de conformidad con su
contenido constitucionalmente garantizado, sin otorgar a esta declara­
ción eficacia retroactiva y manteniendo la validez juridica de ·Ias
situaciones producidas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 Otorgar en -parte el amparo solicitado y, en consecuencia,
declarar la nulidad de las Sentencias de la Magistratura de Trabajo núm.
27 de Madrid de 25 de eoero de 1988, y del Tribunal Central de Trabajo
de 6 de abril de 1988, Yreconocer el derecho del Sindicato demandante
a formar parte de la Comisión Negociadora del X Convenio Colectivo
de la Empresa «Standard Eléctrica, Sociedad anónima», en proporción
a su representatividad en 'Ia Empresa.

2.0 Desestimar el amparo en todo lo deinás.

Publíquese esta Sentencia en el «BoletínQ~~ial del Estado».

Dada ,en Madrid, a veinte de junio de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando García·Mon y González­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina ViIla.-Luis López
Guerra.-Vicente Gimeno sendra.-Firmado y rubricado.

pronunciada por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Valencia, r contra el Auto de inadmisión de 28 de octubre de 1987, y
la sentencia de 27 de mayo de 1988, resoluciones ambas dictadas por la
Sala Segunda del Tribunal Supremo en el recurso de casación núm.
4.423/1985. .

2. La demanda se basa en los siguientes antecedentes de hecho:

a) En 1980 falleció en Valencia un niño, a quien el recurrente en
amparo, que es Médico Pediatra de una Compañía aseguradora, había
prestado atención médica poco antes de su muerte. El padre del niño
presentó querella contra el recurrente por un presunto delito de
Imprudencia temeraria profesional con resultado de muerte (art. 565, l.0, en
relación Coil el arto 407, ambos del Código Pena!), que fue admitida por
el Juzgado de Instrucción de Sueca. Practicadas las oportunas diligencias
previas, el citado juzgado elevó las actuaciones a sumario ordinario v
ante el informe del Médico' Forense, quien no apreció la existencia d¿
negligencia profesional o temeraria, declaró concIuso el sumario por
Auto de 8 de octubre de 1981.

b) La Sección Primera de la Audiencia Provincial de Valencia
revoc~ el p~cit!1do Auto y d1spuso el cambio de procedimiento de
sumano ordmano al de urgencia para que por el Juez de Instrucción se
practicaran nuevas diligencias. Una vez practicadas las diligencias
IDteresadas por la Audiencia, el Juez declaró concluso el sumario y
acordó' el sobreseimiento provisional del núm. 2 del arto 641 de la
LE.Crim.

c) Contra esta resolución. la parte acusadora interpuso recurso dc
reforma y subsidiario de apelación. Este último fue admitido, dando
lugar al rollo 162/1983 ante la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de Valencia. la cual, haciendo uso de la facultad contenida en
el párrafo 2.° del arto 796 de la LE.Crim., con fecha 14 de diciembre de:
1983, dictó Auto de procesamiento contra el recurrente, y dispuso ia
revocación del :\uto de conclusión del sumario para la práctica dc una
declaración indagatoria y de un nuevo inform( de la Oínica f\lédico
Forense de Valencia. La Sección Primera que dictó dicho Auto estuvo
integrada por los Magistrados don Miguel Jiménez Pericás, Jon José
Luis Pérez Hernández y don Vicente Ortega llorca. Practicad<ls, las
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anti:'riOfe~ diligencias. el Juez Instructor declaró concluso el sumano y
remitió las actuaciones a la Audiencia.

dI El t\linistcrio Fiscal calificó los hechos como falta ~¡ soliCitó el
sobreimiento libre del arto 637, 2.°, de la L.E.Crim. y la remisión de las
actuaciones a juicio de faltas, petición que fue desestimada en Auto de
5 de noviembre de 1984. En (.'onsccuencia, el Ministerio fiscal se vio
obligado a calificar los hechos como «(al1m) simple del arto 586, 3.°, del
Código Penal, pero como la acusación particular los calificó como un
ddito de imprudencia temerana y profesional, entre otros, y la Audicn·
cía renunció al ejercicio de la facultad contenida en el arto 645 de la
L.E.Crim., mediante Auto de 27 de diciembre de 1984, se dispuso la
apertura del juicio oral, después de afirmar que «existen indicios
racionales de criminalidad suficientes para mantener la acusación».

e) El 24 de julio de 1985, el recurrente recibió la citación para el
juicio, entregándo!lele cédula en la que no constaban los nombres de los
!\lagistrados que habían de asistir al juicio. El 3 de septiembre siguiente
se constituyó la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Valencia
para conocer del juicio oral, formando pane de la misma dos Magistra­
dos de los que en su día dictaron el Auto de procesamiento (los señores
P~rez Hernández y Onega Llorca). quienes conocieron del juicio oral )'
de la deliberación \' votación de la Sentencia.

1) Con fecha 6 .de septiem bre de 1985, la Sección Primera dictó
Scnt'.:ncia condenando al rccurreme, como rcspon~ble de los delitos de
imprudencia temeraria profesional con resultado de homicidio. falsedad
en documento público e infracción de leyes sobre inhumaciones, a las
penas de cuatro años. dos meses y un día de prisión menor por el
primero de los delitos y cuatro meses y un día de arreto mayor y 220.000
pesetas de multa por los restantes, además de al pago de una indemniza·
ción civil de 6.000.000 de pesetas. Pudiendo constatar el recurrente en
el momento de serk notificada dicha Sentencia -se dicc- que dos de sus
autores habían sido los mismos Magistrados Que pronunciaron el Auto
de procesamiento.

g) Contra la prccitada Sentencia se interpuso recurso de casación
ante el Tribunal Supremo. En el escrito de interposición del recurso se
alegó la violación del derecho al Juez ordinario predeterminado por la
Ley (art. 24.2 de la Constitución). Esta petición fue, junto con la
invocación del «derecho a los recursos», reiterada en el acto de la 'vista,
donde se sugirió, adcmás, al Tribunal Supremo la cORvenienciade
plantear una cuestión de ¡nconstitucionalidad. El recurso se interpuso
también por infracciónA~Ley (art. 849.1) así como por error de hecbo
en la aprecinción de ta prueba (art. 849, 2.1'), motivo este último que no
prosperó ante la oposición del Ministerio FiscaL quien adujo su
inutilidad como consecuencia de la doctrina del Tribunal Supremo
nacida en torno al concepto de e<documento» suficiente para desvinuar
ese error de hecho. El Tribunal Supremo hizo suya esta argumentación
y. en Auto de 28 de octubre de 1987. inadmitió el referido motivo de
casación. Mediante Sentencia de 27 de, mayo de 1988, la Sala segunda
del Tribunal Supremo confirmó en su integridad la Sentencia recurrida,
desestimando la petición de restablecimiento de Jos derechos fundamen­
tales invocados en el escrito de interposición del recurso y en el acto de
la vista. . .

3. El demandante de amparo estima que a luz de cuanto antecede
se ha producido una cuádruple lesión de sus derecbos fundamentales:

A) El derecho al-Juez ordinario predeterminado por la Ley' (art.
24.2 de la Constitución) ha resultado transgredido por -el hecho de que
dos de los Magistrados que integraron la Sección que dictó el Auto de
procesamiento formaran -luego parte de 'la "Sala' que dictó la Sentencia
condenatoria. A juicio del recurrente, la tesis contraria, mantenida por
la Sentencia del Tribunal Supremo, no puede ser admitida. Así, la Sala
Segunda del Tribunal Supremo sostiene que el Tribunal Que acordó el
procesamiento y más tarde juzgó los hechos era el ordinario predetermi­
nado por la Ley, y que no hubo un nombramiento ad hoc o designación
extraord~naria. Mas no cabe aceptar que la creación de órganos
judiciales ad hoc sea- la, única VIolación del derecho fundamental
contravenido, como parece sostenerse de manera artificiosa por -el
Tribunal Supremo. '.

En este sentido, es, {lTeciso traer a colación los principios de
independencia e imparcialIdad. derivados del derecho al Juez legal, pues
es patente Que el Juez ordinario debe venir predeterminado por la propia
Constitución, y en ésta son imprescindibles las notas de independencia
e imparcialidad que cabe predicar de los órganos judiciales (art.117.1).
Del mismo modo, el arto 6.1 del Convenio Europeo señala el derecbo
que todos tienen a ser juzgados por un Tribunal independiente e
imparcial. A la misma conclusión se llega desde numerosas resoluciones
del Tribunal Constitucional en materia de abstención o recusación
(SSTC 47/1981, 44/1985), o referidas a las normas que disciplinan la
constitución de las Salas (SSTC 47/1983 y 31/1983, 101/1984, etc.),

Además, el propio Tribunal Constitucional, en la STC 1J3/1987,
declaró que era contrario a este _derecho fundamental y al principio
acusatorio, la acumulación en un mismo órgano judicial de funciones
in.:itructoras y de enjuiciamiento. Todavía más explícito ba sido el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en los casos Piersack y De
Cubber, al entender quc dicha acumulación configura una práctica
contraria al art. 6.1 del Convenio, y especialmente en el caso De Cubber,
que ~lfrece ciena similitud con el presente, se declaró que un Magistrado

que hubiera desempeñado funciones de instrucción de algún genero en
el caso no podía enjuiciarlo, formando parte del Tribunal decisor.

Debe, por otro lado, resaltarse que el Auto de procesamiento no es
sólo un acto de instrucción, sino que encierra una inculpación formal.
Por ello. no puede sostenerse. .como hiio el Tribunal Supremo. que el
procesamiento es una resolución «provisionab> que no afecta a la
imparcialidad del Tribunal. Fre-nte a esta posición, debe mantenerse lo
siguiente: si bien el procesamiento posee una función l~n parte garantista,.
su presupuesto material es la existencia dC' (indicios racionales de
criminalidad» que pueden luego desaparecer o no, pero si se mantiene
a lo largo del procedimiento, el Tribunal juzgador acaba por hacer suyos
aquellos indicios: en este contexto, cabe pensar en el procesamiento
como un paso necesario en la determinación de la legitimación pasiva
dentro de proceso, y esa funóón garantista se desvirtúa cuando es la
propia Audiencia quien dicta el procesamiento en vez del Juez de
Instrucción, porque entonces la posibilidad de desvincular al imputado
del procedimiento penal ya no existe, y la Sala asume simultáneamente
los roles de acusador y juzgador, prejuzgando el fondo del asunto.

Avam:ando en esta linea dirigida a la identificación de la naturaleza
jurídica del procesamiento, es preciso interpretar qué debe entenderse
por «Indicios racionales de criminalidad (art. 384.1 de la L.E.Crim.), lo
que no es otra cosa Que una «fundada sospecha sobre la culpabilidad del
imputado»; por eso,- para algunos' autores, el Auto de procesamiento
('ontiene una presunción de culpabilidad o de participación en el hecho
punible, circunstancia que hace que no pueda estimarse imparcial la

.Audiencia que acordó el procesamiento. .
Desde otro punto de vista, el procesamiento no es sólo un acto de

instrucción, sino que configura la culminación v cierre del sumario, algo
parecido a lo que en otros ordenamientos curópeos son las Sentencias
de «reenvío» (rrspectivarncnte, arts. 184 del Código Penal franCés y 384
del italiano), en las cuales se determina el becho punible y el acusado,
extremos respecto de los cuales debe ser congruente la Sentencia
definitiva, y, de nuevo, esta función del procesamiento no puede
acumularse a las que incumben al órgano judicial decisor.

Es sabido, incluso, que la declaración del procesamier¡to pone en
entrcdicho, a efectos sociales, la fama )' el honor del imputado, al
anticipar la sociedad los cfectos desfavorables de la condena.

Debedestacafbe también que no existe. como afirma el Tribunal
Supremo;.idenddadentre-el arto 796.2 de la L.E.Crim. y el arto 384.4de
la misma Ley.. pues las situaciones que contemplan ambos preceptos
legales son bien distintas.-Mavor similitud existe entre el citado art.796.2
y el problema de los aforamientos, pero en 85te caso el parlamentario
puede renunciar ~1 privilegio y someterse al Juez de.Istrucció!l ordinario.

Aduce el Tnbunal ~ Supremo en la sentenCIa recumda que- la
Audiencia se limitó a dictar el procesamiento, pero no realizó actnidad
alguna tendente a la investigación de los hechos, pero esto no es cierto,
pues, previamente, dispuso la revocación de ·Ia resolución en que se
declaraba concluso el sumario, con la indicación al Juez de Instrucción
de que practicase nuevas diligencias. (

B) El principio acusatorio, que forma parte· del _derecho a un
proceso con todas las garantías (art. 24.2 de la Constitución), se
considera vulnerado en la demanda por la confusión que se produjo de
las funciones instructoras y deCisorias como" consecuencia de la aplica­
ci(m gel indicado arto 796.2.0 de la L.E.Cfim.; ya queeJ Auto de
procesamiento cumple-la' función de determinar la legitimación pasiva
y el objeto de proceso, esto es, del hecho punible; y-además, por la
actitud inquisi-tiva 'de-ta':Audicncia Provincial de-Valencia que obligó al
Ministerio Fiscal a sostener la acusación.

C) La infracción del derecho'a la presunción de inocencia (3rt. 24.2
de la Constitución) se basa. de una parte, en la falta de un suficiente
razonamiento en relación con la prueba indiciaria, y de otra, en la
inexistencia de una áctividad probatoria suficiente}' de cargo.

De este modo, la Sentencia impugnada no menCIona los medios de
prueba en los que funda su condena, pese a la aparenteexbaustividad
del antecedente de hechos probados. Paresa, un estudio detallado de la
prueba practicada en el ¡'ulcio oral revela que ni de la prueba testifical
ni de la declaración de acusado ni de los informes de los Médicos
Forenses propuestos por ambas partes, puede desprenderse una prueba
incriminatona y susceptible de desvirtuar la presunción de inocencia.

D) Finalmente, se argüye por el recurrente la violación del ~dere·
cho alas n~cursos» (al1. 24.1 de la Constitución). For la ¡nadmisión del
motivo de casación formulado al amparo de an. 849.2.° de la
L.E.Crim., error de hecho en la apreciación de la prueba, inadmisión
acordada en Auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 28 de
octubre de 1987. Esta pretendida lesión constitucional-se funda en que
la doctrina de ese Tribunal sobre el concepto de «documento» no -se
cohonesta con el résimcn de libre valoración de' la prueba. .

Por otrosí, se solicitó en la demanda la suspensión de la ejecución de
las resoluciones judiciales impugnadas en amparo.

4. La Sección Tercera de este Tribunal por-providencia de 21 de
julio de 1988, acordó conccder un plazo común de diez. días al
Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo, para que alegasen lo que
estimasen procedente en relación con la posible existencia de los
siguientes motivos de inadmisión: a) no haber agotado todos los
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recursos, ~tilizable9 dentro de la vía judicial, según exi~c el arto 50.1 a)
en rel~clo.n con el arto 44.1 a). ambos de la Ley Orgámca del Tribunal
ConstitUCIOnal (en adelante, LOTC): b) carecer la demanda de'contenido
constitucional (art. 50.1 e) de la LOTc].

Evacuado diCho' trámite de alegaciones prevenido en el arto 50.3 de
la LOTe•. el ~1in.isterio Fisc~l, en escrito p~esentado el 22 de septiembre
de 1988, Intereso de este Trnmal la admiSIón a trámite de la demanda.
«en cua~to ,3 .las dcnunc~as del Juez ordinario predeterinado por la Ley
y del prinCIpiO acusatOrIo», «y a la luz de la "octrma junsprudencial
cX'pu~sta en la STC '-45/1988, que plantea temas similares>~. Ahora bien.
aSlml,smo. se reconoela la concurrencia del motivo de inadmisión
recogIdo en el arto 50.1 a) en relación con el arto 44.1 a) de la LOTe a
causa d~ la falta de recusación de los Magistrados que integraron la Sala
sentencmdora. En efecto, la recusación no es en sí misma un recurso. en
su acepción procesal. pero sí un instrumento de control de la parcialidad
~e 19s.,~rganos judiciales. Y, al no obrar de este modo, el demandante
Impldlo que la Sala' se pronunciase sobre esta cuestión siendo irrele~

vante Que lo hicie~ ya en casación, donde el Tribunal Supremo en su
r Sala Segunda precisamente entendió que no se había aducido este

problema en la instancia. Tiene, no obstante, razón la demanda cuando
afirma que la lesión ~onstitu~ional no se produjo con ocasión de dictarse
el ~uto de procesamiento, smo-en el tlrcto de la vista del juicio oral, por
lo qQe hasta ~ntonces tampoco procedía intentar la· recusación (art.'S4.12
de la L.E.Com.), porque la causa'de la misma tovadia no se había
producido. ~uando sí debió plantearse f~e en las se.siones del juicio oral,
conforme dispone el arto S6 de la L.E.Cnm. Por último. no es cierto que,
el ~~f!1andant~ no tuviera no~icia de los Magistrados que integraron la
SeCClOO que dictó el procesamiento, l' además, luego lo pudo corroborar
en el acto de la vista del juicio ora. '

El recurrente solicitó la admisión a trámite de la demanda en escrito
registra~o ~l ~ ~e septi~mbre de 1988, y, en 10 atinente al agotamiento
de la vla jud!clal pre';'la Jart. 44.1 a) de la LOTCl, reprodujo el iter
procesal. seguido. pom,en o de mamfiesto que contra las Sentencias
pronunCiadas por el Tribunal Supremo no cabía recurso judicial alguno
salvo, en ~u caso, el extraordinario de revisión. que en el presente casa
resultaba Impr~dente. En lo que atañe al fondo del asunto y con

ráeter !1oved!>~1 se traía al Pt:'Oceso .10 dispuesto en la STe 14S{1988,
bre la ImposlbllJdad de asumir funCiones instructoras y',decisonas sin
Inc':3r la impardalida~ objetiva y subjetiva de tos~TriblJnales;según
ha mtcrpretado el Tribunal Europeo de Derechos ·Humanos.-·
A la vista de las alegaciones de laS partes y mediante providencia de

Ode octubre de 1988, la Sección Tercera acordó: Admitir a trámite la
demanda, ~sí como r:eque~ra los órganos judiciales de procedencia para
que remitieran .testlmomo de lo actuado e interesar de ellos que
emplazaran a qUienes fueron parte, con excepción del recurrente. por si
d~aban comparec~r en e~te proceso con~titucion~1 (art. 51 LOTC); y
abnr la correspondiente pieza separada de suspenSión.

5. Por aUI,? d~.7 de noviembre de 1988, Ja Sa'a acordó suspender.
d~rante la tram!taclOn del presente recurso la ejecución de las Sentencias
solo en lo relativo a la pena de privación de libertad y a las accesorias
de suspensión del ejere.¡c¡o de la profesión medica y derecho de sufragio.
p:cro no en lo concerniente a la multa y a la indenización civil fijadas.
siempre y cuando el querellante afianzara ·la devolusión de la indemni­
zación de forma suficiente y a juicio de la Audiencia.

6. Con fecha 30 de diciembre de 1988.- don Antonio Navarro
Flores, Procurador de los Tribunales, y de don Manuel Sapiñán
Garrigos, quien fue acusación particular en el proceso penal se personó
ante este Tribunal.

.7', La Sección por providencia de 11 de enero de 1989. tuvo por
reCibidas las actuacIOnes reclamadas v por personado v parte al señor
Sapina Garrigos a través del mencionado Procurador: V, a tenor de lo
dispuesto en el art. 52 de la LOTC, dispuso dar vista de' las actuaciones
y conceder un plazo común de alegaciones de veinte días al Ministerio

.Fiscal y a los Procuradores de ambas partes. _
.8: El recurrente, en escrito registrado el 6 de tebrero de 1989,

soilclta que, se _otorgue el amparo y reit~r3 13,. alegaciones )·a recogidas
en sus escntos de demanda y de alegaCiones del arto 50.3 de la lOTe
y. en espeCial, la doctrina expuesta en cl STC 14511988. y resalta la
nueva normativa, trazada por la Ley Orgánica 7/1988. de 28 de
dic~cmbre. 9uc pudiera incidir en este amparo y es posterior a la fecha
de IOterposlción del recurso; de acuerdo con la Sl'ntencia meritada las

-alegaciones de"la demanda se amplían a la nueva regulación de! derecho
al Juez tegal o imparcial. normativa de la que es obligado destacar: La
derogación de la facultad de las Audiencias provindalcs de dictar Auto
de procedimiento. privilegio procesal contenido en el arto 796.2 de la
L.E.Crim. y que ha desaparecido del ordenamiento, puee;. en lo sucesivo,
la imputación la hará el Juez de Instruccion de manera verbal en la
primera comparcczncia del imputado (aFts. 788 y 789.4). recuperándose
así la función garantista a la que servía la puesta en conocimiento de la
imputación; la atribución de la fase intermedia al Juez de Instrucción en
vez de al decisor; la separación de las funciones instructoras \' deciSOrias
en los afor¡¡micnlos. A modo de condu~ion st.'nala que si'la reforma
opcr¡¡da por la Ley Orgánic:J. 7/198M, hubiera estado vigente no se

·habrían podido producir las violaciones de los derechos fundamentales
denunciadas.

9. El Ministerio Fiscal. mediante escrilo de alegaciones presentado
en est~ Tribunal el 3 de febe,ro de 1989, asevera que «siempre que no
~ ~s!lme la falta de agotamiento de los recursoS utilizables en la vía
JudiCial». debe otorgarse el amparo.

,A juicio del Ministerio Pú~lico, la ~:1fantía fundamental relev<lnle
aphcabl.e a los hechos es la «Imparcialidad objetiya)) de un Tribunal
senlencIador que previamente había dictado un Auto de procesamiento.
revocado, ~I Au~o de conclusión del sumario, y ordenado la práctica de
nuevas dilIgenCias, con la consecuencia de que el Ministerio Fiscal debió
forml:'la~ conclusio!,es acusatorias en la fa!te intermedia. aunque con
anter:ondad hftbía mteresa,do ~l sobreseimiento libre. Respecto de este
cxtrc~o. el Tnbunal Consutuclonal puso de relieve. en fase de admisión.
la po,s~ble concurrencia de la causa de inadmisibilidad del arto 50.1 a) en
relaclon con el art. 44.1 a) de la LOTe y el Ministerio Fiscal manitestó
~ntonces que debió. inten~nse la recusación de los Magistrados Que
mtegraron la Sal!! sentenCiadora y- había intervenido ante's. «No obs­
tante, con posterioridad el Tribunal Constitucional ha establecido una
importante distinción entre la recusación y la alegación de la posible
qUiebra del derecho a un proceso publico con todas las garantías»
«confi~rán40Ias como dos Instituciones distintas», y «así se deduce d~
la prOVidenCia de 16 de enero de 1989, dictada en el recurso de amparo
1.509/88». .

- Sin embargo, debe admitirse que, de estimarse como defecto la falta
de recusación y de invocación del derecho; ello impediría entrar en el
fondo del asunto, ~rque «no cabe duda ·de que tal invocación pudo
efectuarse» en los siguientes momentos: Frente al Auto de revocación
del sumario que ordc:n!1i?a la práctica de nuevas diligencias; frente al
Auto de ape~ura del JUICIO oral pues, tanto en esta resolución como en
la que precede, constaba en el encabezamiento la composición de la Sala'
r en el momento de la celebración del jnicio oral. '

-No 'obstante, «y por si tal causa de inadmisión no fuera aceptada,no
so!>~ e~trar. a conocer del fondo del asunto», Sobre este objeto cl
MinISteriO F:Iscal destaca-que la declaración del Auto de procesamiento
puede conSiderarse, a estos efectos, un acto de instrucción (SSTC
14S/1988, 164/1988 y 1111989), pues supone un contacto directo con el
matenal probatono y con el encartado, en cuanto requiere la detemina­
ción, de unos indicios recionales de criminalidad y un conocimiento
prevIo .de los hechos. Todo ello rompe laaparicencia de un Tribunal
ImparCial. ..

10. Don Antonio Navarro Flores, Procurador de los Tribunales v
de don Manuel Sapiña Garrigos, quien fue querellante en el proceso
previo, en escrito de alegaciones que tuvo entrada en el Registro General
de este Tribunal el 8 de febrero de 1989, se «opone en todas sus partes
al recl!.~ de amparo planteado por el recurrente», al entender que no
ban Sido vulnerados los derechos fundamentales invocados en la
demanda.

En lo que atañe a laversión de los hechos ofrecida por el demandante
se dest~~~ entre otros ex!remos: Que e! Médico de~t~ndió al niño y que
la amiStan de ~s cUI?ados prodUJO ,el ~alleclmlento como quedó
probado en dos mstanclas; que la AudienCIa de referenCia revocó la
conclusión del sumario para la práctica de nuevas diligencias por ..:1
Instructor, precisamente- en virtu~ ¡;lel recurso del querellante; que el
relato que se hace de la prueba periCial en la demanda no es cierto v no
cabe ~esvirtuar la condición de expertos de los Médicos informante's. Y
espeCIalmente se pone de manifiesto que tampoco es cierto que el
recurrente no tuviera ocasión para invocar sus derechos fundamentales
hasta el escrito de inlerposición del recurso de casación. como se
desprende del propio informe que efectuó cl Fiscal ante cl Tribunal
Supremo en casación, pu.e~ ~I recurrente ~<sabia y conocia perfecta­
mcnt~» durante ~odo el JUICIO, la presencia de los dos Magistrados
cuestionados y, sm embargo, no los recusó hasta mucho más tarde
cuando recibió la Sentencia condenatoria; es. decir, si los Magistrado~
debían de absten~rst;.. ello,debió de ser así desde el principio. y si alguna
de las. partes se smtlo leSionada en sus derechos conslilucionales pudo
y dcblO recusarlos. pero no cabe «3cordaf5e» de tal lesión cuando rec;:¡e
la con4~na, «porque este argumento adquiere características de una
prctcnslOn de fraude proccsab>. En consecuencia concurre el motivo de
inadmisión prevenido en el arto SO.l a} en relaciÓn con el art. 44.1 c) de
la- LOTe, pues noínvocó oportumanente su derecho fundamental va
que no cabe admitir que no se consumara la lesión constituci,~nal
d.cnunciada hasta el momento en que recayó una Sentencia condena10­
Tia; r~r el contrario, si hubo violación. ésta existió desde que se inició
el JUICIO oral. Razona. además. quien fue en el proceso penal querellante
~obre la falta de vulneración de los demás derechos fundamentales
Invocados.

, 1.1. Por providencia de 17 de junio de 1991 se senaló el día 20
sigUiente para la deliberación y votación de la presente Sentencia.

n; Fundamentos juridieos

1. El demandante de amparo denuncia en sede constitucional que
dos de los Magistrados que inlegraron la Sección Primera de i<lo
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Audiencia Provincial de Valencia cuando se dictó el AulO de procesa­
miento del recurrente, de fecha 14 de diciembre de 1983, vi en uso de la
facultad contemplada en el entonces arto 796.2 de a L.E.Crim.,
formaron parte también de dicha Sección al tiempo de pronuciarse la
posterior Sentencia condenatoria el 6 de septiembre de 1985. De este
dato primordial, se deduce en la demanda una transgresión del derecho
fundamental al Juez ordinario predeterminado por la Ley (art. 24.2 de
la Constitución) r del principio acusatorio; junto a estas pretendidas
lesiones constitucIOnales que configuran el núcleo de la demanda y su
alegación principal. se entienden también vuleneradas la presunción
constitucional de inocencia (art. 24.2 de la Constitución) y la tutela
judicial efectiva en su vertiente de derecho de acceso al sistema de
recursos legalmente previstos (art. 24.1 de la Constitución).

Sentado el objeto del recurso, es menester matizar, previamente, que
el derecho fundamental realmente afectado por los hechos reseñados no
es otro que aquel atinente a un Tribunal imparcial, en cuanto garantia
integrante del derecho a un proceso con todas las garantías (art. 242 de
la Constitución), 'y no el derecho al Juez ordinario predeterminado por
'Ia Ley. que es el que en la demanda se invoca. De este modo, es notoria

"la distinta configuración del contenido de ambos derechos fundamenta-
les que se deduce de múltiples resoluciones de este Tribunal: El derecho
al llamado Juez legal comprende, entre otros .extremos, la exclusión en
sus distintas modalidades del Juez ad hoc, excepcional o especial, junto
a la exigencia de predeterminación del ór~no judicial, así como de su
jurisdicción y competencia; :predeterminacIón que-debe hacerse por una
norma dotada de generalidad y dietada con anterioridad al ,hecho
motivador del proceso, y respetando la reserva de Ley en la materia
(SSTC 47/1982. 47/1983, 101/1984. 111/1984, 44/1985, 105/1985,
23/1986, 30/1986, 199/1987, 95/1988, 153/1988, 106/1989,·0IC.). El
dcrecho a un Juez imparcial, como señala -entre otras la STC 145/1988.
constituye una garantía que, aunque no se cita de forma expresa en el
artículo 24.2 de la Constitución, debe considerarse incluida entre ellas,
ya que es un elemento organizativo indispensable de la Administración'
de Justicia en un Estado de Derecho; en este marco, la prohibición de
que un mismo Juez sea competente para la instrucción y fallo de las
causas, busca preservar la Jlamada imparcialidad «objetiva», es decir,
aquella que se deriva no de la relación del Juez con las panes, sino de
su relación con. el objeto del proceso, y a asegurar esa imparcialidad
tienden, en general, las causas de abstención y recusación -que figuran en
las leyes y,en particular, la establecida en el arto 54.12 de la LE.Crim.,
que establece como causa legítima de recusación haber sido instructor de
la causa ObM, fundamento jurídico 5.°).

2. Mas, de esta manera singularizado el derecho fundamenuu
supuestamente transgredido y a la luz del matenal que consta en las
actuaciones y que contradice lo afirmado por el recurrente en la
demanda de amparo (no conocimiento de la intervención de los dos
Magistrados hasta notificarle la Sentencia condenatorial, no cabe sino
apreciar la existencia del motivo de inadmisión; indicianamente puesto
de manifiesto a las panes en la providencia que abrió el trámite preVisto
en el arto 50.3 de la LOTe, consistente eñ la· ausencia de los requisitos
procesales legalmente previstos por no haber asotado todos los recursos
utilizables dentro de la via judicial [arto 50.1 a) en relación con el
arto 44.1 a), ambos de la LOTq. .

En efecto, debe destacarse que el returrente no intentó oportuna·
mente la recusación de los -dos Magistrados que fonoaron parte de la
Sección al acordarse el procesamiento y, mAs tarde. al dictarse el fallo.
Es.. sin· duda, cierto que en "nuestro "Derecho la recusación no es un
recurso" en su acepción -procesal estricta, pero sí es un remedio arbitrado
por la Ley para desplazar del'conocimiento delproce50 a aquellos Jueces
y Magistrados que posean una especial relación con las partes o con el
objeto del proceso y que,poreUo, susciten "recelo sobre su imR8rcialidad;
y la causa de recusación del núm. 12 del art. 54 de la LE.Crim. tiene
precisamentepor fin asegurar en el proceso penal la separación entre el
Juez de Instrucción y el Juez del fallo. Así se ha -entendido el sentido,y
alcance de la recusación tanto por el propio Tribunal Supremo (STS· de
9 de julio de 1983, entre 'otras), como por este Tribunal Constitucional
en reiteradas resoluciones (SSTC 47/1982, 47/1983, 44/1985,145/1988;
AATC 799/1985, 265/1988, OIC.).

Esta falta de proposición de la recusación «tan luego como se tenga
conocimiento de la causa en que Se funde», como manda el arto 223.1
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ha sido señalada de forma
coincidente en el presente proceso por el Ministerio Fiscal en sus dos
escritos de alegaciones y por quien fue querellante en la VÍa judicial
previa, y debe -ser reconocida por este Tribunal. Es patente, en efecto,
Que la recusación, pese a lo alegado por el recurrente, pudo intentarse
por,él en diversos momentos, segtln se desprende con claridad en las
actuaciones: Frente al Auto en Que la Audiencia declaró la apertura del
juicio oral, el 27 de diciembre de 1984, en cuyo encabezamiento
aparecen les nombres de los dos Magistrados controvertidos, y que fue
comunicado al Procurador del acusado el día siguiente; al dársele
traslado de las actuaciones para el trámite de instrucción y calificación
pfi:visto en el arto 797 de la L.E.Crim.; cuando se le notificó el Auto de
8 d.:julio de 1985, en el que la Sección admitió unas pruebas y rechazó
otmi;, resolución en cuyo margen de nuevo figuran los Magistrados que
~jctaron el Auto de procesamiento. Y no era un obstáculo para haber

propuesto diligentemente la recusación lo establecido en el art. 56 de la
LE.Crim. que dice que la recusación podrá proponerse en cualquier
estado dc la causa, pero nunca después de comenzado el juicio oral,
porque allí mismo se añade «a no ser que el motivo de la recusación
sobreviniere con posterioridad)); y es insostenible. pues no se apoya en
dato alguno, la afirmación del demandante referida a que no pudo
constatar el defecto hasta que se le notifiCÓ la Sentencia condenatoria.
Por el contrario -como ya hemos dicho-o de las actuaciones resulta lo
que se afirma en la Sentencia del Tribunal Supremo objeto de este
recurso: K •• sin que el recurrente -dice dicha Sentencia- hiciera notar
o advirtiera cosa alguna en el sentido de que procediera la recusación a
pesar de que, no obstante sus manifestaciones, conocía o pudo y hasta
debió conocer la formación de las respectivas Salas». Tampoco puede.
argurnentar5e que hasta que se pronunció el fallar no hubo lesión alguna
de derechos fundamentales y carecía de sentido proponer la recusación,
pues por el contrario, y como denuncia el Querellante, si los Magistrados
afectados debían abstenerse o ser recusados, la cuestión pudo y debió
plantearse desde que se inició el juicio.

Resulta claro, en consecuencia, Que el demandante de amparo tuvo
muy distintas ocasiones de hacer valer su derecho fundamental ante la
Audiencía mediante la recusación y, en cambio, no 10 hizo hasta que
recayó una sentencia condenaloria,.descubriendo entonces la existencia
de este derecho al interponer recurso de casación, momento procesal que
ya. era a todas luces intempestivo, tal y como dio a entender al
demandante el Tribunal Supremo en la Sentencia impugnada (funda·
mento jurídico 1.0). Dicho de otra manera: No puede admitirse esta
actitud procesal del recurrente, pues las exigencias del principio de
subsidiariedad que rige el amparo obligan a los recurrentes a conceder
ocasión a los Tribunales ordinarios para reparar las supuestas lesiones
de derechos fundamentales que luego intentan hacerse valer en sede
constitucional. Porque no es lo mismo ignorar la intervención de los dos
Magistrados que habían dietado el Auto de procesamiento en las
sucesivas actuaciones del juicio oral que, conociendo dicha interven·
ción, no denunciarla hasta Que se produce la Sentencia condenatoria.

La pasividad del recurrente, incumpliendo los requisitos procesales
legalmente exigibles hace. en definitiva, inviable el enjuiciamiento de
esta pretendida lesión del derecho a un Juez imparcial.

3. Desechada la alepción principal de la demanda, debe darse
respuesta a los demás derechos fundamentales invocados y respecto de
los cuales sí es procesalmente posible. proceder a su enjuiciamientoj no
obstante, la menoren)undia de estas otras argumentaciones penmtini
ser especialmente sucmto.

El principio acusatorio, en su doble aspecto de derecho a conocer de
la ac.usación (art. 24.2) y derecho a no sufrir indefensión (art: 24.1), se
consl~era vulnerado en la demanda, de un lado, por la confUSión que se
produ)o de las funciones instructoras y decisorias como consecilencia de
la aplicación del indicado arto 796.2.0 de la LE.Crim., ya que el Auto de
procesamiento cumple la función de determinar la .legitimación pasiva
y el objeto del proceso, esto es. del hecho punible; y, de otro, por la
actitud inquisitiva de la Audiencia Provincial de Valencia que obliga al
Ministerio Fiscal a sosteneJ la acusación.

En realidad, estentotivo de amparo se superpone en parte a la
invocación del Juez imparcial y, ,por eso! al igual que ·ocurría con ese
derecho, con ·tal.alcance no puede ser reVisado, esto es, en lo que atañe
a·· las consecuencias derivadas de que dos de los Magistrados que ~
dictaron el procesamiento formaron la Sala que conoció y falJo la causa.
Pero analizado el alegato en su dimensión estricta, es evidente que el
procesamiento no constriñe aJ Ministerio Fiscal a efectuar una determi­
nada acusación, y, todavía con mayor relevancia, en el presente caso en
el que se ejercitó también acusación particular, lo que excluye que la
Sentencia se dictase al margen del necesario desdoblamiento eIitre las
funciones de acusar y de decid~r.· .

4. la infracción·del_derecho a la presunción de inncencia (art.·24.2
de la Constitución) se basa, de una parte, en la falta de un suficiente
razonamiento en relación con la prueba indiciaria y, de otra, en la
inexistencia de prueba suficiente y de cargo. se afirma que la Sentencia
impugnada no menciona los concretos medios de prueba en los que
funda su condena. pese a la aparente exhaustividad del antecedente de
hechos probados; y se dice que un estudio detallado de la prueba
practicada en el juicio oral revela que ni de la prueba testifical DI de los
mformes de los Médicos propuestos por las partes puede desprenderse
!JDa p~eba incriminatoria, susceptible de desvirtuar la presunción de
mocencta. •

Claramente se comprueba que esta alegación no tiene entidad a los
efectos pretendidos, pues con ella 10 que en realidad se cuestiona no es
~a ~al,ta de prueba, sin~ la forma en que. se ha valorado por el órgano
J':IdIcIalla prueba practicada, argumentación que carece de transcenden­
cia en.se~e ~o~~titucional, porque este Tribunal no es un último órgano
de la JunsdlccIon penal. Esto sentado, basta con señalar que no puede
tacharse de inidónea la I?rueba testifical propuesta por la parte acusadora
ni siquiera la declaraCIón de la familia de la víctima, por que este
Tribunal ha reconocido, incluso, el valor probatorio de las manifestacio­
n,es de los p~pi~s perjudicad?s por el delito; y, de forma complementa.
r13, la ConstItu,c!ón no garant1Z3 quecada una de las pruebas practicadas
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haya de ser objeto en la Sentencia de un análisis individualizado y
explícito. sino Que, antes bien, es constitucionalmente posible una
valoración conjunta de las pruebas practicadas. En este sentido, la
Audiencia parte de unos hechos acreditados y cienos Que expresa con
detalle en su Setencia como también lo hace la del Triunal Supremo
(vgr.. las continuas llamadas de los padres al Médico. admitiéndole del
empeoramiento del niño de ·corta edad y reclamando su atención: el
retraso en las visitas y la falta de los exámenes debidos; la marcha al
consultorio privado del Médico antes de Que cesaran los ataques
convulsivos del niño; la redacción y firma de un volante de ingreso en
una c1inica Que no tenía departamento de pediatria y el consecuente
retraso que ello ocasionó; etc.) y deduce, conforme a las reglas lógicas del
entendimiento humano, la existencia de una innegable imprudencia
profesional en grado de grave o temeraria; juicio que comparte el
Tribunal Supremo cuando resalta (fundamento jurídico 2.°) que el
profesional de la medicina actuó «con total descuido y abandono»,
«omitiendo algo tan elemental... como era la presencia personal». Nada
puede objetarse a este razonamiento en vía de amparo constitucional ni
puede ser revisado, ya que no afecta a la tutela de derechos fundamenta-
les. .

S.- Finalmente, se aduce porel'recill-rente'una violación del derecho­
al 'recurso" en cuanto vertiente del la tutela, judicial (art.- 24.1 de Ja
Constitución), en virtud de la inadniisión- del motivo de casación
formulado-al-amparo del arto 849.2 deJa L.E.Crim.,error de hecho en
la 'apreciación de la prueba acordada en el Auto de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo.de 28 de octubre de 1987. _

18826 Sala Primera. Sentencid 139/1991. de 20 dejunio. Recurso
de amparo-l.309lJ988.- Contra auto del Tribunal Supremo
inadmitiendo. recurso de casacidn por infracción de Ley.
Vulneraci6n del derecho a la tutela judicial efectiva: Inapli­
cación indebida del derecho a laf'resunción de inocencia
por supuesto quebrantamiento de. priflci,niQ,de J!,nidad de
alegaciones. '".".. 'l.;,' ""'t>':_'''~;''':'''I'

,La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues'ta por don
Francisco Tomás l Valiente, Presidente;, don Fernando García-Mon y
Gorizález-Reguera. don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~uina
Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra-
dos, ha pronunciado '

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.309/1988, promovido por don
Santiago Marcos Marcos, representado por la Procuradora de los
Tribunales doña María Dolores Moreno Gómez y asistido por el
Letrado don José Luis Sanz Sanz; contra Auto de '9 de junio de 1988 de
la Sala Segunda del Tribunal Supremo dictado en el recurso de casación
1.895/t986. En el proceso de amparo ha comparet":ido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Luis López Guerra, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito Que tiene entrada en este Tribunal el 18 de julio de
1988, la Procuradora de los Tribunales doña María Dolores Moreno
Gómez interpone, en nombre y representación de don Santiago Marcos
Marcos. recurso de amparo contra Auto de 9 de junio de 1988 de la Sala
SeiJunda del Tribunal Supremo. que iuadmitió el recurso de casación por
él Interpuesto.

2. El recurso de amparo se basa, en síntesis. en los siguientes
hechos:

a) En el Juzgado de Instrucción de San Lorenzo de El Escorial
(Madrid) se tramitó el sumario, numero 40/1984 por presunto delito de
violación, en el que se dictó Auto de procesamiento contra el hoy
recurrente de amparo. Concluidas las actuaciones y celebrado el opor­
tuno juicio oral, la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Madrid
dictó Sentencia el 19 de octubre de 1985, en la que condenó al procesado
como autor de un delito de violación en grado de tentativa, sin la
concurrencia de circunstancias modificativas. a la pena de tres años de
prisión menor, accesorias y pago de las costas procesales. En la
declaración de hechos probados de la Sentencia. la Sala precisa Que (<no
consta debidamente acreditado que Santiago Marcos Marcos. padeciera
alguna enfermedad mental o taras que disminuyeran o atenuasen la
responsabilidad de los actos que llevó a cabo».

b) Contra la citada Sentencia interpuso el condenado recurso de
~asación por infracción de ley ante la Sala Segunda del Tribunal

Tampoco tiene virtualidad alguna esta alegación. La inadmisión de
ese motivo del recurso, se encuentra convenientemente motivada y
fundada en Derecho, porque se basa en una causa legal, prevista en el
art. 884, regla 6.3

, de la L.E.Crim., referida a la_carencia de condición
_documental de los medios propuestos por la parte para basar el error;
esto es, de los informes médicos incorporados al sumario y de las
declaraciones periciales vertidas en el juicio oral y recogidas en acta,
Que. a efectos casacionales tienen el carácter de pruebas periciales
documentadas, segun el Tribunal Supremo, y no de documentos a los
efectos del art. 849.2 de la L.E.Crím.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE' LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

,Desestimar el presente recurso de,;lmparoo,

:rublíquese esta Sentencia en el «80leUn-Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veinte de junio de ,mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y González­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.",:",JesÚs Leguina VilIa..,.Luis López
Guerra.-~irmado y rubricado.

Suprema; aJepndo. como motivos de casación, los siguientes: LU
) Error

en la aprecijlción de la prueba; 2.°) Infracción por inaplicadón
del núm. 1.0 del ari; 8 del Código Penal; y 3.°) Vulneración del derecho
ala presunción de inocencia. Por Auto dictado el9 de junio de 1988,
la Sala Segunda del Tribunal Supremo inadmitió el recurso interpuesto.

.' La inadmisión del recurso lo basó la Sala atendiendo, en síntesis, a
las siguientes razones: el primero de los motivos alegados porque ni los
certificados médicos ni los partes de ingreso'} dé hospitalización tienen
rango- y naturaleza documentales, careciendo de eficacia probatoria; el
segundo de los motivos, consistente en la falta de aplicación del arto 8.1.°
del Código Penal, porque era manifjestamenteincongruente con el relato
histórico de la Sentencia de instancia; y. el tercero de los motivos,
referido a la. presunta vulneración del derecho a la presunción de
inocencia, por quebrantar el principio de unidad de alegaciones,
infringiendo lo dispuesto en el arto 855 de la Ley rituaria, dado que el
recurrente, al anunciar su propósito de recurrir la Sentencia de instancia,
no había mencionado la presunción de inocencia posteriormente alegada
al. formalizar el recurso.

3. La representación del recurrente de amparo estima que el Auto
de inadmisión dictado por el Tribunal Supremo infringe el derecho a
obtener la tutela judiCial efectiva (art. 24.1 C.E.) y ha causado al
recurrente una evidente indefensión, ya que le ha negado una garantía
constitucionalizada como es el acceso al recurso de casación. Al respecto
alega, en primer lugar. que el recurrente tiene el coeficiente intelectual
bajo y un índice de deterioro alto por padecer oligofrenia. como quedó
Justificado con los certificados médicos Que se aportaron en el acto del
Juicio oral. y ello le debe exonerar de toda responsabilidad, o dismi­
nuirla, en el supuesto de que el Tribunal llegara a la convicción de que
el recurrente es autor de los hechos de los que fue acusado. En segundo
lugar. estima que la ¡nadmisión del tercer motivo de casación (por
infracción del derecho a la presunción de inocencia) carece de funda­
mento. toda vez que el párrafo l.0 del arto 855 de la L.E.Crim. 10 que
ordena es precisar la clase o clases de recursos que se trate de utilizar.
por lo que, al determinar concretamente los mimeras de los articulas en
los que se reseñan las clases de recurso a utilizar, no es de aplicación el
párrafo 4.o del arto 884 de la citada Ley. De otra parte. en el recurso de
casación interpuesto se cumplieron todos los requisitos de forma y
fondo. pues en el escrito en el que se anuncia el propósito de recurrir
sólaha de reseñarse las clases de recurso que se pretende utilizar, siendo
en el escrito de formalización del recurso donde se han de precisar los
preceptos violados.

Por todo ello, solicita de. este Tribunal que otorgue el amp~ro
solicitado, anule el Auto dictado por la Sala Segunda del Tribuna!
Supremo, y reconozca expresamente el derecho del recurrente a que por
el Tribunal Supremo se acuerde la admisión y sustanciación del recurso
de casación interpuesto. Por otrosí solicita. de conformidad con lo
dispuesto en el arto 56 de la LOTe. la suspensión en la ejecución de la
Sentencia recurrida en casación hasta la resolución del presente recurso
de amparo.

4. Por providencia de 7 de noviembre de 1988, la Sección~Cuarta
de la Sala Segunda -en la actualidad Sala Primera- acuerda admitir a
trámite la demanda, sin perjuicio de lo Que resulte de los antece~entes,


